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INTRODUCCIÓN: 
 

Vamos a desarrollar en este libro-temario, los 40 temas solicitados para el estudio de la fase de oposición de 3 

plazas de Administrativo C1, Administración General, subescala Administrativa, publicado en el BOPP el 9 de 

junio de 2023. 

CL2023 M – CÓDIGO 1392 

DEBIDO AL VOLÚMEN DE TEMAS, EL TEMARIO COMPLETO ESTÁ DIVIDIDO EN TRES PARTES: PARTE GENERAL, 

PRIMERA PARTE ESPECÍFICA Y SEGUNDA PARTE ESPECÍFICA, ACOGIENDO ESTA SEGUNDA PARTE LOS 16 TEMAS 

DE LA PRIMERA PARTE ESPECÍFICA: 

Temas específicos: Primera parte: 

1. — Personas interesadas en el procedimiento administrativo: La capacidad de obrar y el concepto de 

interesado/a. Identificación y firma de las personas interesadas en el procedimiento administrativo. 

2. — El ordenamiento jurídico-administrativo. La regulación: concepto y clases. Poder reglamentario. 

Procedimiento de preparación. Límites. Control de la potestad reglamentaria. 

3.- El acto administrativo. Concepto. Elementos. Clases. Requisitos: motivación y forma. 

4.- La eficacia de los actos administrativos: el principio de autoprotección declarativa. Condiciones. La 

notificación: contenido, plazo y práctica. Notificación defectuosa. La publicación. Aprobación por otra 

Administración. Retraso y retroactividad de la eficacia. La exigibilidad de los actos administrativos. Coacción 

administrativa directa. La vía de hecho. 

5.- La nulidad del acto administrativo. Casos de nulidad total y nulidad. El principio de conservación del acto 

administrativo. La revisión de actos y disposiciones por la propia Administración: supuestos. La acción de 

nulidad, procedimiento, límites. La declaración de lesión. La revocación de los actos. La rectificación de errores 

materiales o de hecho. 

6.- Disposiciones generales sobre el procedimiento administrativo. Medios electrónicos aplicados al 

procedimiento administrativo común. La iniciación del procedimiento: clases, corrección y mejora de solicitudes. 

Presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones. Registros administrativos. Plazos y plazos: cómputo, 

prórroga y tramitación de urgencia. 

7.- Ordenación. Instrucción: intervención de los interesados, prueba e informes. Singularidades del 

procedimiento administrativo de las entidades locales. 

8.- Finalización del trámite. La obligación de resolver. Contenido de la resolución expresa: principios de 

congruencia y no agravación de la situación inicial. terminación convencional. Falta de resolución expresa: el 

régimen del silencio administrativo. Desistimiento y renuncia. La caducidad. La tramitación simplificada del 

procedimiento administrativo común. 

9.- Recursos administrativos: principios generales. Actos sujetos a recurso administrativo. Reglas generales para 

la tramitación de los recursos administrativos. Clases de recursos. Procedimientos sustitutivos de los recursos 

administrativos: conciliación, mediación y arbitraje. 

10.-La provincia como entidad local. Organización y competencias. La Corporación municipal. 

11.-El presupuesto general de las entidades locales: concepto y contenido. La elaboración y aprobación del 

presupuesto general. La prórroga presupuestaria. Las modificaciones de crédito: clases, concepto, financiación y 

tramitación. 
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12.- El personal al servicio de las entidades locales: clases y régimen jurídico. La función pública local: clases de 

funcionarios locales. Instrumentos de organización del personal: cuadros de mando y relaciones laborales. 

Instrumentos de regulación de los recursos humanos: oferta de empleo, planes de empleo y otros sistemas de 

racionalización. 

13.- Los deberes de los funcionarios locales. El régimen disciplinario. El régimen de responsabilidad civil, penal y 

patrimonial. El régimen de incompatibilidades. 

14.- Ley de protección de datos: normativa. Derecho a la protección de datos. Principios informativos. Derechos 

humanos en materia de protección de datos. Agencia Española de Protección de Datos. Prevención de riesgos 

laborales. Derechos y obligaciones. 

15.- Políticas de igualdad de género. Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 

hombres: objeto y ámbito de aplicación de la ley. Principio de igualdad y protección contra la discriminación. 

Principios de política pública para la igualdad. 

16.- Administración Electrónica. Reglamento de aplicación. Instrumentos para el acceso electrónico a las 

administraciones públicas: sedes electrónicas, canales y puntos de acceso, identificación y autenticación. 

Gestión electrónica de procedimientos administrativos: expedientes, comunicaciones y notificaciones 

electrónicas. Esquema de Seguridad Nacional. Esquema Nacional de Interoperabilidad. 

  



 

  

TEMARIO ADMINISTRATIVO C1 RAMA TRIBUTARIA DIPUTACIÓN DE PONTEVEDRA ED. 2023 (2ª PARTE) 5 

 

ÍNDICE: 
 

INTRODUCCIÓN: ................................................................................................................................................................... 3 

ÍNDICE:................................................................................................................................................................................. 5 

1.- PERSONAS INTERESADAS EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: LA CAPACIDAD DE OBRAR Y EL CONCEPTO DE 

INTERESADO/A. IDENTIFICACIÓN Y FIRMA DE LAS PERSONAS INTERESADAS EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. ... 7 

2.- EL ORDENAMIENTO JURÍDICO-ADMINISTRATIVO. LA REGULACIÓN: CONCEPTO Y CLASES. PODER REGLAMENTARIO. 

PROCEDIMIENTO DE PREPARACIÓN. LÍMITES. CONTROL DE LA POTESTAD REGLAMENTARIA. .......................................... 21 

3.- EL ACTO ADMINISTRATIVO. CONCEPTO. ELEMENTOS. CLASES. REQUISITOS: MOTIVACIÓN Y FORMA. ......................... 34 

4.- LA EFICACIA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS: EL PRINCIPIO DE AUTOPROTECCIÓN DECLARATIVA. CONDICIONES. LA 

NOTIFICACIÓN: CONTENIDO, PLAZO Y PRÁCTICA. NOTIFICACIÓN DEFECTUOSA. LA PUBLICACIÓN. APROBACIÓN POR OTRA 

ADMINISTRACIÓN. RETRASO Y RETROACTIVIDAD DE LA EFICACIA. LA EXIGIBILIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. 

COACCIÓN ADMINISTRATIVA DIRECTA. LA VÍA DE HECHO. ................................................................................................ 37 

5.- LA NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO. CASOS DE NULIDAD TOTAL Y NULIDAD. EL PRINCIPIO DE CONSERVACIÓN 

DEL ACTO ADMINISTRATIVO. LA REVISIÓN DE ACTOS Y DISPOSICIONES POR LA PROPIA ADMINISTRACIÓN: SUPUESTOS. 

LA ACCIÓN DE NULIDAD, PROCEDIMIENTO, LÍMITES. LA DECLARACIÓN DE LESIÓN. LA REVOCACIÓN DE LOS ACTOS. LA 

RECTIFICACIÓN DE ERRORES MATERIALES O DE HECHO..................................................................................................... 44 

6.- DISPOSICIONES GENERALES SOBRE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. MEDIOS ELECTRÓNICOS APLICADOS AL 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN. LA INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO: CLASES, CORRECCIÓN Y MEJORA DE 

SOLICITUDES. PRESENTACIÓN DE SOLICITUDES, ESCRITOS Y COMUNICACIONES. REGISTROS ADMINISTRATIVOS. PLAZOS Y 

PLAZOS: CÓMPUTO, PRÓRROGA Y TRAMITACIÓN DE URGENCIA. ..................................................................................... 46 

7.- ORDENACIÓN. INSTRUCCIÓN: INTERVENCIÓN DE LOS INTERESADOS, PRUEBA E INFORMES. SINGULARIDADES DEL 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE LAS ENTIDADES LOCALES. .................................................................................... 68 

8.- FINALIZACIÓN DEL TRÁMITE. LA OBLIGACIÓN DE RESOLVER. CONTENIDO DE LA RESOLUCIÓN EXPRESA: PRINCIPIOS DE 

CONGRUENCIA Y NO AGRAVACIÓN DE LA SITUACIÓN INICIAL. TERMINACIÓN CONVENCIONAL. FALTA DE RESOLUCIÓN 

EXPRESA: EL RÉGIMEN DEL SILENCIO ADMINISTRATIVO. DESISTIMIENTO Y RENUNCIA. LA CADUCIDAD. LA TRAMITACIÓN 

SIMPLIFICADA DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN. ..................................................................................... 82 

9.- RECURSOS ADMINISTRATIVOS: PRINCIPIOS GENERALES. ACTOS SUJETOS A RECURSO ADMINISTRATIVO. REGLAS 

GENERALES PARA LA TRAMITACIÓN DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS. CLASES DE RECURSOS. PROCEDIMIENTOS 

SUSTITUTIVOS DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS: CONCILIACIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE. .................................... 93 

10.-LA PROVINCIA COMO ENTIDAD LOCAL. ORGANIZACIÓN Y COMPETENCIAS. LA CORPORACIÓN MUNICIPAL. ............ 102 

11.-EL PRESUPUESTO GENERAL DE LAS ENTIDADES LOCALES: CONCEPTO Y CONTENIDO. LA ELABORACIÓN Y APROBACIÓN 

DEL PRESUPUESTO GENERAL. LA PRÓRROGA PRESUPUESTARIA. LAS MODIFICACIONES DE CRÉDITO: CLASES, CONCEPTO, 

FINANCIACIÓN Y TRAMITACIÓN. ..................................................................................................................................... 113 

12.- EL PERSONAL AL SERVICIO DE LAS ENTIDADES LOCALES: CLASES Y RÉGIMEN JURÍDICO. LA FUNCIÓN PÚBLICA LOCAL: 

CLASES DE FUNCIONARIOS LOCALES. INSTRUMENTOS DE ORGANIZACIÓN DEL PERSONAL: CUADROS DE MANDO Y 

RELACIONES LABORALES. INSTRUMENTOS DE REGULACIÓN DE LOS RECURSOS HUMANOS: OFERTA DE EMPLEO, PLANES 

DE EMPLEO Y OTROS SISTEMAS DE RACIONALIZACIÓN. .................................................................................................. 221 

13.- LOS DEBERES DE LOS FUNCIONARIOS LOCALES. EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO. EL RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD 

CIVIL, PENAL Y PATRIMONIAL. EL RÉGIMEN DE INCOMPATIBILIDADES. ........................................................................... 221 

14.- LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS: NORMATIVA. DERECHO A LA PROTECCIÓN DE DATOS. PRINCIPIOS INFORMATIVOS. 

DERECHOS HUMANOS EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE DATOS. AGENCIA ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN DE DATOS. 

PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES. DERECHOS Y OBLIGACIONES. .............................................................................. 274 

15.- POLÍTICAS DE IGUALDAD DE GÉNERO. LEY ORGÁNICA 3/2007, DE 22 DE MARZO, PARA LA IGUALDAD EFECTIVA DE 

MUJERES Y HOMBRES: OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY. PRINCIPIO DE IGUALDAD Y PROTECCIÓN CONTRA LA 

DISCRIMINACIÓN. PRINCIPIOS DE POLÍTICA PÚBLICA PARA LA IGUALDAD. ..................................................................... 300 



 

  

TEMARIO ADMINISTRATIVO C1 RAMA TRIBUTARIA DIPUTACIÓN DE PONTEVEDRA ED. 2023 (2ª PARTE) 6 

 

16.- ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA. REGLAMENTO DE APLICACIÓN. INSTRUMENTOS PARA EL ACCESO ELECTRÓNICO A 

LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS: SEDES ELECTRÓNICAS, CANALES Y PUNTOS DE ACCESO, IDENTIFICACIÓN Y 

AUTENTICACIÓN. GESTIÓN ELECTRÓNICA DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS: EXPEDIENTES, COMUNICACIONES Y 

NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS. ESQUEMA DE SEGURIDAD NACIONAL. ESQUEMA NACIONAL DE INTEROPERABILIDAD.

 ........................................................................................................................................................................................ 312 

  



 

  

TEMARIO ADMINISTRATIVO C1 RAMA TRIBUTARIA DIPUTACIÓN DE PONTEVEDRA ED. 2023 (2ª PARTE) 7 

 

Temas específicos: Primera parte: 

1.- Personas interesadas en el procedimiento administrativo: La capacidad de obrar y el 

concepto de interesado/a. Identificación y firma de las personas interesadas en el 

procedimiento administrativo. 
 

Desde este tema 1, hasta el tema 9 de esta primera parte de materias específicas, vamos a hablar de la misma 

ley, así que primero veremos su estructura completa, para entender cómo se organiza y que contiene: 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. 
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2.- El ordenamiento jurídico-administrativo. La regulación: concepto y clases. Poder 

reglamentario. Procedimiento de preparación. Límites. Control de la potestad 

reglamentaria. 
 

EL ORDENAMIENTO JURÍDICO ADMINISTRATIVO: El Derecho administrativo es el ordenamiento común y 

general de las Administraciones Públicas , de suerte que, en principio, es presumible que éstas actúan con 

sumisión a lo previsto en aquél. 

El Ordenamiento jurídico es más que un simple conjunto de normas. Lo jurídico no se encierra y circunscribe a 

las disposiciones escritas, sino que se extiende a los principios y a la normatividad inmanente en la naturaleza de 

las instituciones. 

El ordenamiento jurídico al que se refieren los arts. 1.1 y 9.1 de la Constitución Española , el art. 34 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y el art. 70 

de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa , lo hacen en el mismo 

sentido que el art. 1 del Código Civil cuando establece que las fuentes del ordenamiento jurídico español son la 

Ley, la costumbre y los principios generales del derecho. 

 

EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 

El principio de Legalidad, es la forma abreviada de decir, que todas las funciones y ejercicios del estado están 

regulados por leyes. 

Este principio de legalidad, lo garantizan los Tribunales que se encargan de que se cumplan las leyes de los 

poderes públicos. 

Dentro de todas las funciones y ejercicios del Estado, también se incluyen la Administración Pública y todos los 

procesos administrativos que se ejecutan en ella. Por lo tanto, la Administración pública está regida por Leyes y 

normas, todo lo relacionado con ella, será regulado por leyes. Todo ello viene reflejado en el Artículo 103 de la 

Constitución Española: 

 Artículo 103  

1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con 

los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con 

sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 

2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con 

la ley. 

3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo 

con los principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a 

sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio 

de sus funciones. 

En este artículo viene a decirnos que la Administración se encuentra sometida plenamente a la Ley y al Poder 

Legislativo. 

Para garantizar el Principio de Legalidad, además del Artículo 103, también podemos volver a repasar el Artículo 

9, 105 y 106 de la Constitución Española, donde obtenemos los siguientes puntos importantes: 
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3.- El acto administrativo. Concepto. Elementos. Clases. Requisitos: motivación y forma. 
 

 EN ESTE TEMA 3 NOS SOLICITAN EL ACTO ADMINISTRATIVO. 

La Administración General del Estado está sometida plenamente a la Ley  y al Derecho, este Derecho 

Administrativo es el que se constituye en el Acto Administrativo, puesto que cada movimiento que realice 

cualquier ciudadano para con la administración pública, generará un expediente administrativo llamado en todo 

momento ACTO ADMINISTRATIVO. 

 

A partir de  la aparición o surgimiento de un acto, la acción administrativa puede ser impugnada administrativa o  

jurisdiccionalmente, de ahí que ante todo el acto administrativo remite a la sujeción de la Administración al  

principio de legalidad y somete el actuar administrativo a la posible y última  intervención jurisdiccional. En 

suma, el acto administrativo presupone la existencia de un actuar por parte de la Administración; esta actuación 

o bien crea cargas y obligaciones a los administrados o bien les otorga  beneficios y derechos, siendo que el acto 

puede definirse como: "aquella declaración unilateral, no normativa de la Administración, sometida al Derecho 

Administrativo". 

 

Todo lo referente al ACTO ADMINISTRATIVO, lo encontramos en el Título III de la Ley 39/2015, aunque no se 

encuentra una definición concreta de Acto Administrativo y las clases de actos que existen, sino que hay que 

hacer una lectura para llegar a un entendimiento sobre estas definiciones. 

En primer lugar estarían los Actos Favorables, que son en los que la administración aprueba al interesado su 

procedimiento, como la adjudicación de una ayuda o una subvención. 

Los Actos de Gravamen, serían todo lo contrario a lo anterior, es cuando al interesado se le impone un pago o 

una sanción. 

Después tenemos la clasificación de los actos según el momento en el que se producen, siendo Acto de Trámite 

cuando está en proceso final y Acto Definitivo cuando ya se pone fin a la vía administrativa. 

Atendiendo a la clasificación de actos con posible pago o sanción, estos pueden ser Firmes, es decir, ya no 

pueden ser impugnados por el/los interesados o Impugnable, cuando si se puede recurrir a un recurso. 

Para poder estudiar el Acto Administrativo, debemos hacer referencia y estudio del Título III de la Ley 39/2015.  

En estos artículos encontraremos, el acto administrativo, la notificación y publicación de los actos, junto con su 

eficacia. 

Al final de este título, y correspondiente a su capítulo III, encontramos la Nulidad y Anulabilidad. 

Los Actos Administrativos irregulares, son los que violan la Constitución Española, a la ley o al reglamento, y se 

menciona en el artículo 48 de la ley 39/2015. 

Los errores materiales o facticos, son los que tiene que basarse en un error sobre un hecho, cosa o suceso, es 

decir, que se refiera a un criterio particular independiente de cualquier opinión. El error de hecho, se considera 

así cuando aparece en los datos fácticos del expediente administrativo, pero que no da lugar a calificación o 

valoración jurídica del mismo.  

Para utilizar un lenguaje más coloquial, podemos definir que un error fáctico es el que está baso en los hechos o 

limitado a ellos, y no en lo teórico o imaginario.  
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4.- La eficacia de los actos administrativos: el principio de autoprotección declarativa. 

Condiciones. La notificación: contenido, plazo y práctica. Notificación defectuosa. La 

publicación. Aprobación por otra Administración. Retraso y retroactividad de la eficacia. 

La exigibilidad de los actos administrativos. Coacción administrativa directa. La vía de 

hecho. 
 

Continuamos con la misma normativa anterior, y por el mismo orden donde lo habíamos dejado, pasando ahora 

al capítulo II: 

CAPÍTULO II: Eficacia de los actos 

Artículo 37. Inderogabilidad singular. 

1. Las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo establecido en una disposición 

de carácter general, aunque aquéllas procedan de un órgano de igual o superior jerarquía al que dictó la 

disposición general. 

2. Son nulas las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en una disposición reglamentaria, así 

como aquellas que incurran en alguna de las causas recogidas en el artículo 47. 

 

Artículo 38. Ejecutividad. 

Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán ejecutivos con arreglo a lo 

dispuesto en esta Ley. 

 

Artículo 39. Efectos. 

1. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y 

producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa. 

2. La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación, 

publicación o aprobación superior. 

3. Excepcionalmente, podrá otorgarse eficacia retroactiva a los actos cuando se dicten en sustitución de actos 

anulados, así como cuando produzcan efectos favorables al interesado, siempre que los supuestos de hecho 

necesarios existieran ya en la fecha a que se retrotraiga la eficacia del acto y ésta no lesione derechos o 

intereses legítimos de otras personas. 

4. Las normas y actos dictados por los órganos de las Administraciones Públicas en el ejercicio de su propia 

competencia deberán ser observadas por el resto de los órganos administrativos, aunque no dependan 

jerárquicamente entre sí o pertenezcan a otra Administración. 

5. Cuando una Administración Pública tenga que dictar, en el ámbito de sus competencias, un acto que 

necesariamente tenga por base otro dictado por una Administración Pública distinta y aquélla entienda que es 

ilegal, podrá requerir a ésta previamente para que anule o revise el acto de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 44 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa, y, de 

rechazar el requerimiento, podrá interponer recurso contencioso-administrativo. En estos casos, quedará 

suspendido el procedimiento para dictar resolución. 
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5.- La nulidad del acto administrativo. Casos de nulidad total y nulidad. El principio de 

conservación del acto administrativo. La revisión de actos y disposiciones por la propia 

Administración: supuestos. La acción de nulidad, procedimiento, límites. La declaración 

de lesión. La revocación de los actos. La rectificación de errores materiales o de hecho. 
 

Permanecemos todavía en el mismo título que llevamos de estudio, y con el mismo orden del tema anterior, y 

pasamos al Capítulo III: 

CAPÍTULO III: Nulidad y anulabilidad 

Artículo 47. Nulidad de pleno derecho. 

1. Los actos de las Administraciones Públicas son nulos de pleno derecho en los casos siguientes: 

a) Los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional. 

b) Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio. 

c) Los que tengan un contenido imposible. 

d) Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta. 

e) Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las normas 

que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados. 

f) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o 

derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición. 

g) Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición con rango de Ley. 

2. También serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las 

leyes u otras disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y las 

que establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos 

individuales. 

 

Artículo 48. Anulabilidad. 

1. Son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, 

incluso la desviación de poder. 

2. No obstante, el defecto de forma sólo determinará la anulabilidad cuando el acto carezca de los requisitos 

formales indispensables para alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados. 

3. La realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido para ellas sólo implicará la 

anulabilidad del acto cuando así lo imponga la naturaleza del término o plazo. 

 

Artículo 49. Límites a la extensión de la nulidad o anulabilidad de los actos. 

1. La nulidad o anulabilidad de un acto no implicará la de los sucesivos en el procedimiento que sean 

independientes del primero. 
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6.- Disposiciones generales sobre el procedimiento administrativo. Medios electrónicos 

aplicados al procedimiento administrativo común. La iniciación del procedimiento: clases, 

corrección y mejora de solicitudes. Presentación de solicitudes, escritos y 

comunicaciones. Registros administrativos. Plazos y plazos: cómputo, prórroga y 

tramitación de urgencia. 
 

En el tema 1 de esta parte del temario, ya hemos visto los títulos preliminar y I de la Ley 39/2015, donde se nos 

indicaba las disposiciones generales del procedimiento administrativo y a lo largo de los temas del 3 al 5, 

también hemos estudiado todo lo relacionado con el acto administrativo. Ahora vamos a su Título II,  donde se 

profundiza un poco más sobre las disposiciones y características del procedimiento: 

 

TÍTULO II: De la actividad de las Administraciones Públicas 

CAPÍTULO I: Normas generales de actuación 

Artículo 13. Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas. 

Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, son 

titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes derechos: 

a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electrónico de la 

Administración. 

b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públicas. 

c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en esta 

Ley y en el resto del ordenamiento jurídico. 

d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento 

Jurídico. 

e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de facilitarles el 

ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones. 

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corresponda 

legalmente. 

g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica contemplados en esta Ley. 

h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de los datos 

que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas. 

i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes. 

Estos derechos se entienden sin perjuicio de los reconocidos en el artículo 53 referidos a los interesados en el 

procedimiento administrativo. 
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7.- Ordenación. Instrucción: intervención de los interesados, prueba e informes. 

Singularidades del procedimiento administrativo de las entidades locales. 
 

La  segunda fase del procedimiento es la Ordenación, seguida de la Instrucción, para ello continuamos con el 

mismo orden del tema anterior, pasando a sus capítulos III y IV, al finalizar, veremos las singularidades del 

procedimiento administrativo de las entidades locales: 

CAPÍTULO III: Ordenación del procedimiento 

Artículo 70. Expediente Administrativo. 

1. Se entiende por expediente administrativo el conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven de 

antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla. 

2. Los expedientes tendrán formato electrónico y se formarán mediante la agregación ordenada de cuantos 

documentos, pruebas, dictámenes, informes, acuerdos, notificaciones y demás diligencias deban integrarlos, así 

como un índice numerado de todos los documentos que contenga cuando se remita. Asimismo, deberá constar 

en el expediente copia electrónica certificada de la resolución adoptada. 

3. Cuando en virtud de una norma sea preciso remitir el expediente electrónico, se hará de acuerdo con lo 

previsto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad y en las correspondientes Normas Técnicas de 

Interoperabilidad, y se enviará completo, foliado, autentificado y acompañado de un índice, asimismo 

autentificado, de los documentos que contenga. La autenticación del citado índice garantizará la integridad e 

inmutabilidad del expediente electrónico generado desde el momento de su firma y permitirá su recuperación 

siempre que sea preciso, siendo admisible que un mismo documento forme parte de distintos expedientes 

electrónicos. 

4. No formará parte del expediente administrativo la información que tenga carácter auxiliar o de apoyo, como 

la contenida en aplicaciones, ficheros y bases de datos informáticas, notas, borradores, opiniones, resúmenes, 

comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, así como los juicios de valor 

emitidos por las Administraciones Públicas, salvo que se trate de informes, preceptivos y facultativos, solicitados 

antes de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento. 

 

Artículo 71. Impulso. 

1. El procedimiento, sometido al principio de celeridad, se impulsará de oficio en todos sus trámites y a través de 

medios electrónicos, respetando los principios de transparencia y publicidad. 

2. En el despacho de los expedientes se guardará el orden riguroso de incoación en asuntos de homogénea 

naturaleza, salvo que por el titular de la unidad administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que 

quede constancia. 

El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior dará lugar a la exigencia de responsabilidad disciplinaria 

del infractor y, en su caso, será causa de remoción del puesto de trabajo. 

3. Las personas designadas como órgano instructor o, en su caso, los titulares de las unidades administrativas 

que tengan atribuida tal función serán responsables directos de la tramitación del procedimiento y, en especial, 

del cumplimiento de los plazos establecidos. 
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8.- Finalización del trámite. La obligación de resolver. Contenido de la resolución expresa: 

principios de congruencia y no agravación de la situación inicial. Terminación 

convencional. Falta de resolución expresa: el régimen del silencio administrativo. 

Desistimiento y renuncia. La caducidad. La tramitación simplificada del procedimiento 

administrativo común. 
 

Continuamos con la ley 39/2015, y la fase de terminación se encuentra en el título IV, capítulos 5 y 6: 

CAPÍTULO V: Finalización del procedimiento 

Sección 1.ª Disposiciones generales 

Artículo 84. Terminación. 

1. Pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la 

solicitud, cuando tal renuncia no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 

2. También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material de continuarlo por causas 

sobrevenidas. La resolución que se dicte deberá ser motivada en todo caso. 

 

Artículo 85. Terminación en los procedimientos sancionadores. 

1. Iniciado un procedimiento sancionador, si el infractor reconoce su responsabilidad, se podrá resolver el 

procedimiento con la imposición de la sanción que proceda. 

2. Cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario o bien quepa imponer una sanción pecuniaria y otra 

de carácter no pecuniario pero se ha justificado la improcedencia de la segunda, el pago voluntario por el 

presunto responsable, en cualquier momento anterior a la resolución, implicará la terminación del 

procedimiento, salvo en lo relativo a la reposición de la situación alterada o a la determinación de la 

indemnización por los daños y perjuicios causados por la comisión de la infracción. 

3. En ambos casos, cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario, el órgano competente para 

resolver el procedimiento aplicará reducciones de, al menos, el 20 % sobre el importe de la sanción propuesta, 

siendo éstos acumulables entre sí. Las citadas reducciones, deberán estar determinadas en la notificación de 

iniciación del procedimiento y su efectividad estará condicionada al desistimiento o renuncia de cualquier acción 

o recurso en vía administrativa contra la sanción. 

El porcentaje de reducción previsto en este apartado podrá ser incrementado reglamentariamente. 

 

Artículo 86. Terminación convencional. 

1. Las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas tanto de 

Derecho público como privado, siempre que no sean contrarios al ordenamiento jurídico ni versen sobre 

materias no susceptibles de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen 

encomendado, con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que, en su caso, prevea la disposición que lo 

regule, pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los procedimientos administrativos o 

insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o no, a la resolución que les ponga fin. 
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9.- Recursos administrativos: principios generales. Actos sujetos a recurso administrativo. 

Reglas generales para la tramitación de los recursos administrativos. Clases de recursos. 

Procedimientos sustitutivos de los recursos administrativos: conciliación, mediación y 

arbitraje. 
 

Y ya finalizamos con el estudio del procedimiento administrativo, con su Título V: 

TÍTULO V: De la revisión de los actos en vía administrativa 

CAPÍTULO I: Revisión de oficio 

Artículo 106. Revisión de disposiciones y actos nulos. 

1. Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, y 

previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si 

lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía 

administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 47.1. 

2. Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable del 

Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán declarar la 

nulidad de las disposiciones administrativas en los supuestos previstos en el artículo 47.2. 

3. El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las 

solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de Estado u órgano 

consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del 

artículo 47.1 o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto de que se hubieran 

desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales. 

4. Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una disposición o acto, podrán establecer, en la misma 

resolución, las indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstancias previstas 

en los artículos 32.2 y 34.1 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público sin perjuicio de que, tratándose de 

una disposición, subsistan los actos firmes dictados en aplicación de la misma. 

5. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del plazo de seis meses desde su inicio sin 

dictarse resolución producirá la caducidad del mismo. Si el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud de 

interesado, se podrá entender la misma desestimada por silencio administrativo. 

 

Artículo 107. Declaración de lesividad de actos anulables. 

1. Las Administraciones Públicas podrán impugnar ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo los 

actos favorables para los interesados que sean anulables conforme a lo dispuesto en el artículo 48, previa su 

declaración de lesividad para el interés público. 

2. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto 

administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo, en los términos 

establecidos por el artículo 82. 

Sin perjuicio de su examen como presupuesto procesal de admisibilidad de la acción en el proceso judicial 

correspondiente, la declaración de lesividad no será susceptible de recurso, si bien podrá notificarse a los 

interesados a los meros efectos informativos. 
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10.-La provincia como entidad local. Organización y competencias. La Corporación 

municipal. 
 

LA ADMINISTRACION LOCAL: 

La Administración Local se define como “aquel sector de la Administración Pública integrada por los Entes 

Públicos menores de carácter territorial” y está regulada en la Ley 7/1985, de 2 de abril Reguladora de las Bases 

del Régimen Local. 

La Administración Local forma parte de la Administración Pública; por tanto, los entes que ella comprende están 

investidos de las prerrogativas y potestades propias de aquélla. Sin embargo, tales prerrogativas no les 

corresponden con carácter originario, sino derivado, pues, aunque son entes públicos, son entes públicos 

menores. 

Según el artículo 4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, y el artículo 4 del 

Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por Real 

Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre reconocen a los Municipios, Provincias e Islas, en su calidad de 

Administraciones Públicas con carácter territorial y dentro de la esfera de sus competencias una serie de 

potestades, como la reglamentaria, de autoorganización, tributaria y financiera, expropiatoria, sancionadora, 

etc, señalando, además, que estas potestades y prerrogativas podrán ser aplicadas o reconocidas a las restantes 

Entidades Locales. 

La Administración Local está formada por Entes, es decir, por sujetos de Derecho con personalidad jurídica 

propia. 

Los Entes públicos menores que se encuadran en la Administración Local, a diferencia de los Entes 

Institucionales, tienen carácter territorial. El territorio constituye su elemento esencial. 

 

Según el Gobierno de España: 

Entidades Locales: 

Nuestra Constitución establece la unidad de España y reconoce autonomía a las Comunidades Autónomas 

(regiones) y administración local. 

España es uno de los estados más descentralizado del mundo con 17 Comunidades Autónomas, 2 ciudades con 

estatuto de autonomía Ceuta y Melilla y 8125 entidades Locales. 

Las Entidades que forman la Administración Local: 

Todos vivimos en un municipio, es la administración más cercana a los ciudadanos. Prestan servicios esenciales. 

En España las administraciones locales tienen autonomía administrativa y financiera. Dentro de su ámbito de 

competencias aprueban reglamentos y realizan acciones concretas. 

Las entidades locales son las siguientes: 

o Provincias: 50 Provincias; 43 con Diputación Provincial. (7 las Diputaciones están integrada o fusionadas 

con la Comunidad Autónoma por ser Comunidades Autónomas con una sola provincia, por ejemplo, 

Navarra). 

o Municipios: Municipios son la entidad básica de organización territorial del Estado al frente de los mismos 

están los Ayuntamientos. 
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11.-El presupuesto general de las entidades locales: concepto y contenido. La elaboración 

y aprobación del presupuesto general. La prórroga presupuestaria. Las modificaciones de 

crédito: clases, concepto, financiación y tramitación. 
 

 

 

 

EL PRESUPUESTO DE LAS ENTIDADES LOCALES 

 

Para poder empezar a hablar de presupuestos públicos, debemos ver las normativas que regulan este sector. Si 

colocamos las normativas que participan en los presupuestos locales, por orden jerárquico tendríamos las 

siguientes: 

 

 
 

 

 Primero está La Ley es la 47/2003, de 26 de Noviembre, General Presupuestaria. 

Al observar la estructura y leer el preámbulo de esta ley, obtenemos la información completa y necesaria sobre 

los presupuestos públicos. En su título I es donde se nos indica a qué organismos es aplicable esta ley de 

presupuestos, el régimen jurídico, el régimen tributario y los derechos y obligación de la Hacienda Pública. 

En el Título II es cuando empezamos a saber exactamente que es un presupuesto.  En el artículo 32 de esta ley 

encontramos el concepto de presupuesto donde dice que los Presupuestos Generales del Estado constituyen  

 “la expresión cifrada, conjunta y sistemática de los derechos y obligaciones a liquidar durante el ejercicio por 

cada uno de los órganos y entidades que formen parte del sector público estatal”.  

 

A lo largo de los demás artículos del título II estudiaremos los principios presupuestarios, el contenido y 

elaboración, la estructura presupuestaria, los créditos y sus modificaciones y la gestión del presupuesto tanto 

del estado de gastos como el de ingresos. 

 

 En segundo lugar en la pirámide normativa tenemos el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por 

el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. La Ley Reguladora de las 
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12.- El personal al servicio de las entidades locales: clases y régimen jurídico. La función 

pública local: clases de funcionarios locales. Instrumentos de organización del personal: 

cuadros de mando y relaciones laborales. Instrumentos de regulación de los recursos 

humanos: oferta de empleo, planes de empleo y otros sistemas de racionalización. 

13.- Los deberes de los funcionarios locales. El régimen disciplinario. El régimen de 

responsabilidad civil, penal y patrimonial. El régimen de incompatibilidades. 
 

Vamos a unir estos dos temas en uno, ya que se trata de la misma normativa de estudio para los dos: 

 

PERSONAL AL SERVICIO DE LA ADMINISTRACION LOCAL: LA FUNCION PUBLICA LOCAL 

Primero debemos explicar las normativas que regulan toda la función pública del personal al servicio de las 

Entidades Locales, e ir viendo una a una, las distintas regulaciones que tienen sobre diferentes temas, como 

adquisición y perdida de la relación del servicio, situaciones administrativas, clases de personal, derechos y 

deberes, incompatibilidades, etc. 

Si tuviéramos que hacer una pirámide jerárquica sobre este tema, en primer lugar debemos colocar la Ley 

7/1985 Reguladora de las Bases del Régimen Local. Esta ley como su nombre bien nos indica, es reguladora de 

todos los temas dedicados a las entidades locales, abarcando desde la organización territorial, organización, 

funcionamiento, personal al servicio de las entidades locales hasta las haciendas locales. 

A partir de esta ley, es cuando empezamos a tener que estudiar otras leyes, complementarias, según el tema 

solicitado sobre las entidades locales. En este concretamente, nos han solicitado la función pública local. 

El Título VII de la Ley 7/1985, es el que se denomina “Personal al Servicio de las entidades locales”. Está formado 

por un total de 15 artículos (del 89 al 104), y en el desarrollo de estos artículos obtenemos una información 

básica sobre las clases de personal que podemos encontrar dentro de una entidad local. Si nos paramos a 

estudiar más interesadamente el artículo 92, este dice así: 

CAPÍTULO II: Disposiciones comunes a los funcionarios de carrera 

________________________________________ 

Artículo 92. Funcionarios al servicio de la Administración local. 

1. Los funcionarios al servicio de la Administración local se rigen, en lo no dispuesto en esta Ley, por la Ley 

7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, por la restante legislación del Estado en 

materia de función pública, así como por la legislación de las Comunidades Autónomas, en los términos del 

artículo 149.1.18.ª de la Constitución. 

2. Con carácter general, los puestos de trabajo en la Administración local y sus Organismos Autónomos serán 

desempeñados por personal funcionario. 

3. Corresponde exclusivamente a los funcionarios de carrera al servicio de la Administración local el ejercicio de 

las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de las potestades públicas o en la 

salvaguardia de los intereses generales. Igualmente son funciones públicas, cuyo cumplimiento queda reservado 

a funcionarios de carrera, las que impliquen ejercicio de autoridad, y en general, aquellas que en desarrollo de la 
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14.- Ley de protección de datos: normativa. Derecho a la protección de datos. Principios 

informativos. Derechos humanos en materia de protección de datos. Agencia Española 

de Protección de Datos. Prevención de riesgos laborales. Derechos y obligaciones. 
 

La protección de las personas físicas en relación con el tratamiento de datos personales es un derecho 

fundamental protegido por el artículo 18.4 de la Constitución Española: “la ley limitara el uso de la informática 

para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus 

derechos”. 

La Ley Orgánica 3/2018 de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos 

Digitales (LOPDGDD), adapta el derecho español al modelo establecido por el Reglamento UE 2016/679 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril (Reglamento General de Protección de Datos RGPD), relativo 

a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre 

circulación de estos datos, introduciendo novedades mediante el desarrollo de materias contenidas en el mismo. 

La ley orgánica 3/2018, facilita que los ciudadanos puedan ejercitar sus derechos al exigir, en particular, que los 

medios para hacerlo sean fácilmente accesibles. Además, se regula el modo en que debe informarse a las 

personas acerca del tratamiento de sus datos adaptándose, específicamente en el ámbito de internet, por un 

sistema de información por capas que permita al ciudadano conocer de forma clara y sencilla los aspectos más 

importantes del tratamiento, pudiendo acceder a los restantes a través de un enlace directo. 

Otro aspecto importante y novedoso de esta ley es que se reconoce específicamente el derecho de acceso y, en 

su caso, de rectificación o supresión por parte de quienes tuvieran vinculación con personas fallecidas por 

razones familiares o de hecho y a sus herederos. La medida limita el ejercicio de estos derechos cuando el 

fallecido lo hubiera prohibido. 

En cuanto a los menores, la ley 3/2018 fija en 14 años la edad a partir de la cual se puede prestar 

consentimiento de manera autónoma. También se regula expresamente el derecho a solicitar la supresión de los 

datos facilitados en redes sociales o cualquier otro servicio de la sociedad de la información por el propio menor 

o por terceros durante su minoría de edad. 

En cuanto al Reglamento de la Unión Europea, este introduce unas novedades: 

Creación del Delegado de Protección de datos, persona física o jurídica cuya asignación debe de ser comunicada 

a la Agencia Española de Protección de Datos (AEPD). Es obligatoria para las empresas contar con su figura o con 

formación necesaria. 

Elimina el consentimiento tácito: posibilidad de que los menores de edad presten consentimiento para el 

tratamiento de datos (edad mínima de 13 años) sin embargo en la ley 3/2018 es de 14 años. 

Las empresas deberán proteger los datos de sus clientes y en ningún momento compartirlos o filtrarlos. 

Introduce la obligación de bloqueo: para garantizar que los datos queden a disposición de las autoridades, un 

Tribunal o un Ministerio Fiscal frente a responsabilidades derivadas del tratamiento de datos. 

Principio de Transparencia: los usuarios deberán ser informados del tratamiento de los datos, siempre que les 

afecte de forma clara y precisa. 

Junto a los derechos de acceso, rectificación, oposición o cancelación, se introducen los derechos de limitación 

del tratamiento o portabilidad y olvido (formando una ampliación de los conocidos como derechos ARCO). 
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15.- Políticas de igualdad de género. Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 

igualdad efectiva de mujeres y hombres: objeto y ámbito de aplicación de la ley. Principio 

de igualdad y protección contra la discriminación. Principios de política pública para la 

igualdad. 
 

LEY ORGANICA 3/2007 DE 22 DE MARZO, PARA LA IGUALDAD EFECTIVA DE MUJERES Y HOMBRES 

 

ESTRUCTURA 

TÍTULO PRELIMINAR. Objeto y ámbito de la Ley 

Artículo 1. Objeto de la Ley. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

TÍTULO I. El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación 

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas. 

Artículo 5. Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación y en la promoción 

profesionales, y en las condiciones de trabajo. 

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta. 

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo. 

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad. 

Artículo 9. Indemnidad frente a represalias. 

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias. 

Artículo 11. Acciones positivas. 

Artículo 12. Tutela judicial efectiva. 

Artículo 13. Prueba. 

TÍTULO II. Políticas públicas para la igualdad 

CAPITULO I. Principios generales 

Artículo 14. Criterios generales de actuación de los Poderes Públicos. 

Artículo 15. Transversalidad del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

Artículo 16. Nombramientos realizados por los Poderes Públicos. 

Artículo 17. Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades. 

Artículo 18. Informe periódico. 

Artículo 19. Informes de impacto de género. 
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16.- Administración Electrónica. Reglamento de aplicación. Instrumentos para el acceso 

electrónico a las administraciones públicas: sedes electrónicas, canales y puntos de 

acceso, identificación y autenticación. Gestión electrónica de procedimientos 

administrativos: expedientes, comunicaciones y notificaciones electrónicas. Esquema de 

Seguridad Nacional. Esquema Nacional de Interoperabilidad. 
 

Para el estudio completo de este último tema vamos a necesitar tres normativas: 

 

1ª: Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación y 

funcionamiento del sector público por medios electrónicos. 

TÍTULO PRELIMINAR: Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

1. Este Reglamento tiene por objeto el desarrollo de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, en lo referido a la actuación y el funcionamiento electrónico del sector público. 

2. El ámbito subjetivo de aplicación es el establecido en el artículo 2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y el 

artículo 2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 

Artículo 2. Principios generales. 

El sector público deberá respetar los siguientes principios en sus actuaciones y relaciones electrónicas: 

a) Los principios de neutralidad tecnológica y de adaptabilidad al progreso de las tecnologías y sistemas de 

comunicaciones electrónicas, para garantizar tanto la independencia en la elección de las alternativas 

tecnológicas necesarias para relacionarse con las Administraciones Públicas por parte de las personas 

interesadas y por el propio sector público, como la libertad para desarrollar e implantar los avances tecnológicos 

en un ámbito de libre mercado. A estos efectos, el sector público utilizará estándares abiertos, así como, en su 

caso y de forma complementaria, estándares que sean de uso generalizado. 

Las herramientas y dispositivos que deban utilizarse para la comunicación por medios electrónicos, así como sus 

características técnicas, serán no discriminatorios, estarán disponibles de forma general y serán compatibles con 

los productos informáticos de uso general. 

b) El principio de accesibilidad, entendido como el conjunto de principios y técnicas que se deben respetar al 

diseñar, construir, mantener y actualizar los servicios electrónicos para garantizar la igualdad y la no 

discriminación en el acceso de las personas usuarias, en particular de las personas con discapacidad y de las 

personas mayores. 

c) El principio de facilidad de uso, que determina que el diseño de los servicios electrónicos esté centrado en las 

personas usuarias, de forma que se minimice el grado de conocimiento necesario para el uso del servicio. 

d) El principio de interoperabilidad, entendido como la capacidad de los sistemas de información y, por ende, de 

los procedimientos a los que éstos dan soporte, de compartir datos y posibilitar el intercambio de información 

entre ellos. 

e) El principio de proporcionalidad, en cuya virtud sólo se exigirán las garantías y medidas de seguridad 

adecuadas a la naturaleza y circunstancias de los distintos trámites y actuaciones electrónicos. 


